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Temas: 


DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / RECURSO DE RECONSIDERACIÓN / ACTO ADMINISTRATIVO / NO DEBIÓ EXIGIRSE LA PRESENTACIÓN PERSONAL / ERRÓNEA NOTIFICACIÓN / CONCEDE - Se subraya lo anterior, para precisar que tanto el Estatuto Aduanero (Decreto 2685 de 1999) como el Estatuto Tributario (Decreto 624 de 1989) son normas especiales que regulan un procedimiento administrativo que al haber sido expedidos por el Presidente de la República y no por el Congreso, no tienen la naturaleza de códigos.  En tal virtud, la UGPP no debió exigirle al señor Herrera Grajales la de presentación personal del recurso de reconsideración, toda vez que para la fecha en la que radicó el escrito sustentándolo, dicho requisito estaba suprimido.

Aunado a lo acabado de relacionar, el actual Decreto 019 de 2012 estableció en su artículo 36 la presunción de las firmas impuestas en documentos privados dirigidas ante las autoridades públicas.  Por lo tanto, la firma del acto en el escrito de sustentación del recurso se presume auténtica. Por lo tanto, esta Colegiatura considera que la UGPP desplegó una conducta arbitraría ante la inobservancia de un formalismo inexistente para el caso, es decir, desconoció la primacía del derecho sustancial sobre las formalidades lo que vulnera el derecho fundamental al debido proceso del señor Herrera Grajales. 

(…)

Ahora bien, el artículo 726 del Estatuto Tributario señaló que “Dentro del mes siguiente a la interposición del recurso, se dictará auto admisorio en caso de cumplirse los requisitos previstos en el Artículo 722; de no cumplirse tales requisitos, el auto no admitirá el recurso” y el artículo 727 que señalaba que “El auto previsto en el Artículo anterior, se notificará personalmente, o por edicto si pasados diez (10) días, a partir de la fecha de la citación, el interesado no se presentare a notificarse personalmente” fue derogado por el artículo 140 de la Ley 6 de 1992.  Por lo tanto, el trámite al que la UGPP debió ceñirse para la notificación del auto que inadmitió el recurso de reconsideración  del accionante, es el dispuesto en el capítulo V de la Ley 1437 de 2011 que establece la forma como se deberán realizar las notificaciones a las partes dentro de los procesos administrativos distinguiendo entre las que se realizan para los actos administrativos de carácter general y los de carácter particular.
(…)

De los hechos expuestos y de las pruebas aportadas por las partes, esta Sala concluye que en este caso es necesaria la intervención del juez constitucional, con el fin de evitar un perjuicio irremediable al accionante que se derive de los efectos del acto administrativo (No.ADC-2017-01087 del 15/11/2017) por indebida notificación del mismo, por cuanto lo que se alega tiene que ver con la vulneración del derecho de defensa y contradicción del accionante dentro de un procedimiento administrativo por la inobservancia de los requisitos establecidos por el legislador para garantizar la validez de las actuaciones de las autoridades administrativas.

(…)
 Así mismo, la Corte Constitucional en la Sentencia T-404 de 2014 señaló que el debe el juez de tutela, fundado en la prevalencia del derecho sustancial, verificar en cada caso si el otro mecanismo de defensa resulta idóneo y eficaz para la protección del derecho del que se trata, pues en caso de que ese medio careciere de dichas características, deberá conceder el amparo.  Por lo tanto,  este Tribunal concluye como lo hizo la A quo, que el señor Herrera Grajales pese a contar con otro medio judicial de defensa ante la jurisdicción contencioso administrativa, esa vía puede tardar un tiempo considerable lo que puede en sus garantías constitucionales y en tal razón, la acción de tutela procede para evitar un perjuicio irremediable derivada de  la sanción que la UGPP le impuso al accionante. Por lo tanto, se confirmará el fallo estudiado.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticuatro (24) de mayo de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0444
Hora: 1:30 p.m-
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la Unidad Administradora Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Seguridad Social – UGPP frente al fallo de tutela proferido el 15 de marzo de 2018 por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, instaurada por el señor Luis Carlos Herrera Grajales en contra de dicha entidad. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. El apoderado judicial del señor Luis Carlos Herrera Grajales manifestó que el 13 de diciembre de 2016 la UGPP le notificó a su poderdante, el requerimiento No.RCD-2016-02779 del 13 de diciembre correspondiente al  expediente No. 2016152005800435, en el que le propusieron que declarara y pagara como cotizante  a cualquiera  de los regímenes del sistema general de pensiones y al régimen contributivo del sistema general de seguridad social en salud los aportes correspondientes a los períodos de enero a diciembre de 2014.  En dicha solicitud previa, se estableció el monto por el cual debe cancelar las cotizaciones al sistema de seguridad social y la sanción por no haber realizado los aportes al mencionado sistema.
El 17 de febrero de 2017 el señor Herrera Grajales respondió a la UGPP que existen diversos gastos documentados que deben tenerse en cuenta para efectos de reducir los montos a cotizar, toda vez que el reporte de ingresos no corresponde con la realidad de los dineros efectivamente recibidos por su actividad de transporte como independiente. 
Lo anterior, porque el requerimiento de la UGPP aparecen unos ingresos brutos por el año 2014 por la suma de $334.488, que fueron reportados en la DIAN, sin que se hubiera tenido en cuenta que las empresas terceras con quien contrató el señor Herrera Grajales informaron valores en los que no se declararon los gastos en que incurrió para generar su ingresos.  Por lo tanto, el accionante solicitó en la mencionada respuesta a la UGPP que se reliquidara la sanción y demás imposiciones aportando como prueba las facturas de gastos y recibos de pago de la seguridad social. El 31 de mayo de 2017 la UGPP expide un  comunicado con radicado No.20178996003771 en donde informan al actor sobre un beneficio de reducción de intereses moratorios a pagar, sin responder lo pedido. 
Posteriormente, la UGPP notifica por correo al accionante la copia de la liquidación oficial No.RDO-2017-02841 del 16 de agosto de 2017 donde solo fueron aceptados como costos o gastos la suma $84.630.128, argumentando que no se entregó documento o prueba que permitiera establecer que contaba con otros gastos que pudieran ser deducidos, concluyendo que dicho valor no logra modificar el IBC mensual el cual se mantiene en el tope máxime correspondiente a 25 SLMLMV, por lo que impone una liquidación oficial de aportes al sistema de seguridad social y establece una sanción por no haber realizado las cotizaciones.
El 13 de octubre de 2017 el accionante interpuso recurso de reconsideración en contra de la resolución RDO 2017-02841 del 16 de agosto de 2017 dentro del término oportuno con los mismos argumentos expuestos en la respuesta de febrero.
El 16 de noviembre de 2017 la UGPP envió una citación al accionante para notificación personal del auto No. ADC 2017-01087 por medio del cual se inadmitió el recurso de reconsideración  y el 12 de diciembre de 2017 la  UGPP fijó el edicto donde se notifica la inadmisión del recurso de reconsideración, en el que se fundamentó que el señor Herrera Grajales no había realizado la presentación personal del recurso ante notario o ante la entidad, por lo que se tuvo que no presentado de conformidad con el estatuto tributario. 

El 1 de febrero de 2018 la entidad accionada envió un oficio al actor mediante el cual le da a conocer el contenido del auto No.ADC 2017-01087 del 15 de noviembre de 2017 antes referido, decisión de la que no había podido tener conocimiento por no haberse podido desplazar hasta la entidad para notificarse. 
Por lo tanto, el abogado del actor consideró que la UGPP negó el trámite del recurso de reconsideración a su mandante, pese a que legalmente la presentación personal es un requisito que fue eliminado por una norma de mayor jerarquía al Estatuto Tributario, vulnerando así el debido proceso, afectando con ello sus condiciones, ya que tiene a cargo su grupo familiar compuesto por su esposa, dos hijos y dos nietos, por un rigorismo procedimental dejando en firme una liquidación que impone el deber de cotizar y pagar una suma superior a 56 millones de pesos y una excesiva sanción económica por más de 112 millones de pesos lo que llevaría al colapso económico de su núcleo familiar. 

Hizo mención a lo dispuesto por el Consejo de Estado, Sección Cuarta, C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas en la sentencia del 11 de febrero de 201, radicado 2500-23-27-000-2007-00120-02 sobre el tema de la presentación personal del recurso de reconsideración.

Solicitó: i) tutelar al accionante los derechos fundamentales al debido proceso, trabajo, mínimo vital, dignidad humana, los derechos fundamentales de la familia y los niños y en tal virtud, se ordene a la UGPP dejar sin efectos el acto administrativo No. ADC 2017-01087 del 15 de noviembre de 2017 por medio del cual se inadmite el recurso de reconsideración presentado contra el acto No. RDO 2017-02941 del 16 de agosto de 2017 y en su lugar se proceda a dar el trámite efectivo al recurso de reconsideración presentado el 11 de octubre de 2017 (Fls. 1-7)
2.2. Allegó copia de los documentos que sustentan sus pretensiones (Fls. 7-59).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA
3.1. UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP
Hizo referencia a lo dispuesto en la Ley 1151 de 2007, el Decreto 169 de 2008, y la Ley 1450 de 2011 y demás disposiciones legales y reglamentarias que desarrollan el conjunto de facultades de la UGPP, la cual tiene a su cargo la de realizar gestiones para la consolidación de la adecuada, completa y oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la protección social.
Se refirió a los hechos de la demanda para concluir que contrario a lo manifestado por el accionante, la entidad ha respetado el debido proceso y el derecho a la defensa alegados en la presente acción ya que los actos administrativos, título base de la ejecución, se encuentran en firme toda vez que no han sido declarados nulos por la autoridad jurisdiccional competente. 
Consideró que la acción de tutela no es un mecanismo para desplazar la competencia de los jueces por la falta de diligencia de los contribuyentes, sus representantes o apoderados al no hacer uso oportuno de las acciones ordinarias o de los recursos durante la actuación administrativa y contrario a lo manifestado por la parte actora, en el sentido de que esa entidad vulneró su derecho al debido proceso y derecho a la defensa, toda vez que en la resolución de liquidación oficial se señaló el recurso procedente, los términos y los requisitos para interponerlo y el accionante no cumplió con los mismos, es decir, que pese a la oportunidad para reponer, este no los subsanó por lo que hoy no puede alegar su propia culpa a su favor y acudir a la acción de tutela cuando lo procedente era demandar los actos administrativos por medio del control de nulidad y restablecimiento del derecho.

Anotó que si bien el actor interpuso el recurso de reconsideración contra la liquidación oficial, al momento de reponer no subsanó los requisitos que exige el artículo 722 del Estatuto Tributario, aunado al hecho de que tuvo la oportunidad de presentar demanda de nulidad y restablecimiento del derecho y dejó vencer el término, evidenciando con esto que lo pretendido a través de la acción de tutela es subsanar su omisión y falta de diligencia y revivir términos legalmente concluidos al no haber ejercido oportunamente las acciones, recursos y medios de defensa antes mencionados, desplazando la competencia del juez natural para la revisión de los actos administrativos reprochados por el actor. 
Precisó que aun cuando el decreto ley 019 de 2012 suprimió una serie de requisitos y trámites a los ciudadanos, la UGPP tiene un procedimiento especial reglado en el Estatuto Tributario; por lo tanto, no puede darse aplicación a dicho decreto, toda vez que la ley especial prima sobre la ley general. 

Solicitó que declare improcedente la acción de tutela toda vez que pretende revivir términos que se encuentran vencidos alegando su propia culpa a su favor. (Fls.01-07).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 15 de marzo de 2018 el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda,  
PRIMERO: “Tutelar el derecho al debido proceso del señor Luis Carlos Herrera Grajales vulnerado por la Unidad Administradora Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Seguridad Social-UGPP.
SEGUNDO: Ordenar a la UGPP que en un término de cuarenta y ocho (48) horas le dé trámite al recurso de reconsideración presentado contra el acto administrativo – liquidación oficial No. RDO 2017-02841 dejando sin efecto alguno el acto administrativo Auto No. ADC 2017-1087 del 15 de noviembre de 2017 por medio del cual se inadmitió el recurso de reconsideración y las demás actuaciones posteriores”. (Fls. 72-77)
La entidad accionada fue notificada del fallo anterior mediante el oficio  No.0422 del 15 de marzo de 2018, el cual fue enviado mediante correo certificado y recibido el 21 de marzo de 2018, según guía de correo RN920777650CO (Fls. 79-80).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

5.1. Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 26 de marzo de 2018, la apoderada de la  Unidad Administradora Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Seguridad Social-UGPP consideró que la A quo incurrió en un vía de hecho al haber tutelado el derecho fundamental al debido proceso del accionante, toda vez que la UGPP  actuando de manera responsable, cumplida y respetando siempre el debido proceso de los aportantes, en este caso en concreto, debió inadmitir el recurso de reconsideración contra la liquidación oficial No. RDO 2017-02841, para lo cual hizo mención a la sentencia C-005-96 en donde la Corte Constitucional en repetidas ocasiones ha indicado que cuando se tienen dos normas una especial y otra general, debe aplicarse la norma especial como lo señala en el escrito de impugnación. 
Agregó que la UGPP no puede dar aplicación al Estatuto Antitrámites Decreto 019 de 2012, puesto que estas son normas de carácter general y para el proceso administrativo que rige las actuaciones administrativas de la UGPP el legislador previó que debía remitirse de manera especial, única y exclusiva al contenido del libro V del Estatuto Tributario, por lo que como se dijo en la contestación de tutela, deben remitirse a lo establecido allí para efectos del procedimiento, por lo que debe acatar y hacer cumplir los requisitos contenidos en el artículo 722 ibídem, precepto que debe ser interpretado en concordancia con los artículos 559, 726 y 728 del aludido estatuto. 
Señaló que si bien hay conceptos de las altas cortes y otras normas mencionadas por el despacho de primer nivel, en las que no se exige la presentación personal del recurso de reconsideración, en relación a la solicitud de la presentación personal del recurso de reconsideración obedece a que los procedimientos adelantados en la UGPP se sujetan a lo dispuesto en el Estatuto Tributario Nacional y en lo previsto en la Ley 1066 de 2006  sobre el cobro coactivo.  Por lo tanto, dicho  estatuto reglamentó la presentación personal para recursos y demás escritos que requieran dicha presentación, por lo tanto, la entidad inadmitió el recurso al accionante, de manera que no puede concluirse vulneración del derecho fundamental al debido proceso.

Advirtió que la presentación del recurso de reconsideración conlleva unos requisitos que se deben cumplir, adicional a ello, cuando el recurso es inadmitido, como en efecto ocurrió en el caso bajo examen, se concedió al accionante la oportunidad de reponerlo en el auto de inadmisión, de conformidad con el contenido en el artículo 726 y 728 del E.T., oportunidad procesal que tenía el actor para presentar el recurso con el lleno de los requisitos legales.

Aclaró que contrario a lo manifestado por el a quo el aportante si cuenta con otros mecanismos de defensa que son totalmente idóneos como es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho donde puede solicitar como medida preventiva la suspensión de los actos administrativos que hoy día demanda mediante acción de tutela, con la cual pretende subsanar su negligencia, impericia y apatía que se demuestra con la no presentación del recurso de reposición y recalcó que conforme a lo señalado en la sentencia T-462 de 1996 de la Sala de revisión de la Corte Constitucional, encuentra una inexistencia de perjuicio irremediable que haga necesaria la protección de los derechos fundamentales del actor mediante la acción de tutela. 
Por consiguiente solicitó que se revoque el fallo impugnado (Fls. 122 a 135) 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. 
6.5.  En el caso sub examina, acudió el señor Luis Carlos Herrera Grajales al juez constitucional con el fin de que se deje sin efectos el acto administrativo No. ADC-2017-01087 del 15 de noviembre de 2017, por medio del cual la UGPP inadmitió el recurso de reconsideración instaurado por el accionante en contra del acto No. RDO-2017-02841 del 16 de agosto de 2017 con fundamento en que el actor no lo presentó previamente ante un notario o ante la entidad de manera directa, para que en su lugar, la entidad demandada proceda a dar trámite efectivo al recurso referido propuesto el 11 de octubre de 2017. 

6.6.  De las pruebas allegadas con la demanda y que tienen que ver con el trámite administrativo de liquidación de contribuciones parafiscales de la porrección social por parte de la UGPP,  la  esta Sala advierte las siguientes:

i) Notificación por correo donde se adjunta copia del requerimiento para declarar y/o corregir No. RCD-2016-02779 del 13/12/2016 por parte de la Unidad de Pensiones y Parafiscales  (Fls. 18 a 25).

ii) Solicitud de reliquidación con fecha del 17 de febrero de 2017 dirigida por el accionante a la UGPP frente al requerimiento para  declarar y/o corregir No. RCD-2016-02779 del 13/12/2016 (Fls. 27-29).
iii) Beneficio de reducción de intereses moratorios “Invitación” (Fl. 30 y 31).
iv) Notificación por correo, donde se adjunta copia de Liquidación oficial No.RDO-2017-02841 del 16/08/2017 por parte  de la Unidad de Pensiones y Parafiscales (Fls. 32-43).
v) Recurso de Reconsideración en contra la resolución N° RDO 2017-02841 del 16 de agosto de 2017 enviado por el señor Herrera Grajales a la UGPP con fecha del 10 de octubre de 2017 (Fls. 45-51). 
vi) Auto No. ADC-2017-01087 del 15 de noviembre de 2017 “Por medio del cual se inadmite el recurso de reconsideración interpuesto contra la LIQUIDACIÓN OFICIAL No. RDO-2017-02841 del 16 de agosto de 2017”, expedido por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (Fls. 52-54).
vii) Citación de notificación personal de la Dirección de Parafiscales de la UGPP con fecha de 16 de noviembre de 2017 enviada al señor Herrera Grajales  a la dirección “Cl 18 B 30 08 B. San Luis Gonzaga” de Pereria (Fl. 55).
viii) Edicto donde se notifica el auto que inadmite el recurso de reconsideración con la copia de la respectiva parte resolutiva, constancia de fijación y desfijación el 26/12/2017 a las 4 p.m. (Fls. 56 a 57).
ix) Constancia de envío de aviso legal al correo electrónico del actor (Fl. 58).

x) Oficio radicado No.201815000295731 del 1º de febrero de 2018 por medio del cual la UGPP le indicó al accionante que el recurso de reconsideración fue inadmitido por falta de presentación personal (Fl. 59).

6.7.  De acuerdo a lo anterior, la UGPP en el acto administrativo RDO-2017-02841 del 16 de agosto de 2017 liquidó al señor al señor Herrera Grajales la suma de $56.364.000 por omisión en la afiliación y /o vinculación y pago de los aportes al sistema de seguridad social integral por los períodos comprendidos entre enero a diciembre de 2014 y ordenó una sanción por valor de $112.728.000. En la mencionada liquidación, la entidad señaló en el artículo 4º lo siguiente (folios 33 a 43): 

“ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente Liquidación Oficial procede el Recurso de Reconsideración de conformidad con lo establecido en el artículo 180 de la Ley 1607 de 2012, modificado por el artículo 50 de la Ley 1739 de 2014, en concordancia con el artículo 722 del Estatuto Tributario, el cual deberá cumplir los siguientes requisitos: 
a) Formularse por escrito, dirigido a la Dirección de Parafiscales de la Unidad Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, con expresión concreta de los motivos de inconformidad.
b) Interponerse dentro de los dos (2) meses siguientes a la notificación de la presente Liquidación Oficial.
c) Interponerse  directamente por el obligado o acreditar la personería si quien lo interpone actúa como apoderado especial o general.  El apoderado especial debe acreditar la calidad de abogado y el apoderado general deberá acompañar el escrito con la respectiva escritura pública que lo reconoce como tal.
d) El recurso de reconsideración debe ser presentado personalmente, con exhibición del documento de identidad del signatario y, en caso de apoderado especial, de la correspondiente tarjeta profesional, según numeral 1º del artículo 559  del Estatuto Tributario.  No será necesario presentar personalmente ante la Unidad el memorial del recurso cuando la firma de quien lo suscribe esté autenticada (artículo 724 del Estatuto Tributario). 
6.8. Quedó probado que la UGPP notificó la liquidación oficial al señor Herrera Grajales (No.RDO-2017-02841 del 16 de agosto de 2017) a su dirección “CL 18 B 30-08 SAN LUIS GONZAGA” de Pereira, a través de la empresa de mensajería 472, según guía No.RN811192087CO, la cual fue aparece con fecha  de entrega el 24 de agosto de 2017 (folio 85) y el señor Herrera Grajales estando dentro del término legal procedió a remitir a la UGPP el escrito de reconsideración sustentando su disenso en contra de dicha “Liquidación Oficial” (folios 105-109), el cual fue recibido en la UGPP el 17 de octubre de 2017 (folio 110).

6.9. De acuerdo con lo indicado por la UGPP en el acto administrativo No.RDO-2017-02841 del 16 de agosto de 2017 en el que relaciona las normas que señalan las exigencias para presentar el recurso de reconsideración, se tiene que el artículo 772 del Estatuto Tributario dispuso las siguientes:

a) Que se formule por escrito, con expresión concreta de los motivos de inconformidad;
b) Que se interponga dentro de la oportunidad legal

c) Que se interponga directamente por el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, o se acredite la personería si quien lo interpone actúa como apoderado o representante. Cuando se trate de agente oficioso, la persona por quien obra, ratificará la actuación del agente dentro del término de dos (2) meses, contados a partir de la notificación del auto de admisión del recurso si no hubiere ratificación se entenderá que el recurso no se presentó en debida forma y se revocará el auto admisorio.

Para estos efectos, únicamente los abogados podrán actuar como agentes oficiosos.

d) Que se acredite el pago de la respectiva liquidación privada cuando el recurso se interponga contra una liquidación de revisión o de corrección aritmética.

Parágrafo. Para recurrir la sanción por libros, por no llevarlos o no exhibirlos, se requiere que el sancionado demuestre que ha empezado a llevarlos o que dichos libros existen y cumplen con las disposiciones vigentes. No obstante, el hecho de presentarlo o empezar a llevarlos, no invalida la sanción impuesta.”
6.9.1. Por su parte el artículo 50 de la Ley 1739 de 2014 “Por medio de la cual se modifica el Estatuto Tributario, la Ley 1607 de 2012, se crean mecanismos de lucha contra la evasión y se dictan otras disposiciones” consagra lo siguiente:
“ARTÍCULO 50°. Modifíquese el artículo 180 de la Ley 1607 de 2012, el cual quedará así:

"Artículo 180. Procedimiento aplicable a la determinación oficial de las contribuciones parafiscales de la protección social y a la imposición de sanciones por la UGPP. Previo a la expedición de la Liquidación Oficial o la Resolución Sanción, la UGPP enviará un Requerimiento para Declarar o Corregir o un Pliego de Cargos, los cuales deberán ser respondidos por el aportante dentro de los tres (3) meses siguientes a su notificación. Si el aportante no admite la propuesta efectuada en el Requerimiento para Declarar o Corregir o en el Pliego de Cargos, la UGPP procederá a proferir la respectiva Liquidación Oficial o la Resolución Sanción, dentro de los seis (6) meses siguientes, si hay mérito para ello.
Contra la Liquidación Oficial o la Resolución Sanción procederá el Recurso de Reconsideración, el cual deberá interponerse dentro de los dos (2) meses siguientes a la notificación de la Liquidación Oficial o la Resolución Sanción. La resolución que lo decida se deberá proferir y notificar dentro del año siguiente a la interposición del recurso.

Parágrafo. Las sanciones por omisión e inexactitud previstas en el artículo 179 de la Ley 1607 de 2012 no serán aplicables a los aportantes que declaren o corrijan sus autoliquidaciones con anterioridad a la notificación del requerimiento de información que realice la UGPP". (Subrayas propias)
Significa entonces que las leyes antes transcritas precisan cuáles son los requisitos para presentar el recurso de reconsideración y en tal sentido, la Sala advierte que ninguna de ellas hace referencia a que la falta de presentación personal de dicho recurso genera la inadmisión del mismo. 
6.10. Además, el Decreto 2150 de 1995 “Por el cual se suprimen y reforman regulaciones, procedimientos o trámites innecesarios existentes en la Administración Pública” en su artículo 33, el cual se encuentra vigente, dispone: “Prohíbese la exigencia de la presentación personal en las actuaciones frente a la Administración Pública, salvo aquéllas exigidas taxativamente en los códigos.”   Frente a la salvedad que trae esta norma, la Sala relacionará lo mencionado por el Consejo de Estado - Sala Plena Contenciosa Administrativa - Sección Cuarta en el caso radicado al No. 25000-23-27-000-2007-00120-02 (18456) del 11 de febrero de 2014,  en el que dicha Corporación concluyó que la presentación personal de los recursos en la vía gubernativa era un aspecto propio de las actuaciones administrativas que se implementó en el Decreto 01 de 1984, y que se retomó en estatutos como el aduanero y el tributario. Así mismo, aclaró que el Decreto ley 2150 de 1995, que se expidió con el propósito de simplificar los trámites ante toda la administración pública, señaló que no podía exigirse la presentación personal como requisito para el estudio de los recursos como una regla de obligatorio cumplimiento para todas las entidades del Estado, en procura de prestar un mejor servicio de atención a los usuarios de la función administrativa y “en ese contexto, entonces, prima, por su especialidad, el Decreto Ley 2150 de 1995”. En tal virtud, agregó lo siguiente:
“De otra parte, conviene agregar que el Decreto 2150 de 1995 prohibió la exigencia de presentación personal en las actuaciones que se adelanten ante la Administración, pero hizo la salvedad de aquellas presentaciones personales previstas en los códigos. Aunque no existe una definición legal del término “código”, lo cierto es que a partir de la expedición de la Constitución de 1991, solamente el Congreso de la República puede expedir códigos. Así lo establece el numeral 2 del artículo 150 de la Constitución Política, que contempla como función del Congreso la de expedir códigos en todos los ramos de la legislación, norma que se debe armonizar con lo dispuesto en el numeral 10 del mismo artículo 150, que prohíbe de manera expresa que el Congreso le dé facultades extraordinarias al Presidente de la República para expedir códigos. En otras palabras, como bien lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia C-340 de 2006, en virtud del principio de libertad de configuración legislativa, es el Congreso de la República el que tiene la potestad de determinar cuándo una ley que regule de manera integral y sistemática una materia determinada, tiene la naturaleza de “código”. Pero es evidente que el Decreto 2685 de 1999, conocido como Estatuto Aduanero, no puede pertenecer a esa categoría, ya que no fue expedido por el Congreso de la República. En consecuencia, no se está en presencia de la excepción a la regla establecida en el artículo 33 del Decreto 2150 de 1995” .
Se subraya lo anterior, para precisar que tanto el Estatuto Aduanero (Decreto 2685 de 1999) como el Estatuto Tributario (Decreto 624 de 1989) son normas especiales que regulan un procedimiento administrativo que al haber sido expedidos por el Presidente de la República y no por el Congreso, no tienen la naturaleza de códigos.  En tal virtud, la UGPP no debió exigirle al señor Herrera Grajales la de presentación personal del recurso de reconsideración, toda vez que para la fecha en la que radicó el escrito sustentándolo, dicho requisito estaba suprimido.

6.11. Aunado a lo acabado de relacionar, el actual Decreto 019 de 2012 estableció en su artículo 36 la presunción de las firmas impuestas en documentos privados dirigidas ante las autoridades públicas.  Por lo tanto, la firma del acto en el escrito de sustentación del recurso se presume auténtica. Por lo tanto, esta Colegiatura considera que la UGPP desplegó una conducta arbitraría ante la inobservancia de un formalismo inexistente para el caso, es decir, desconoció la primacía del derecho sustancial sobre las formalidades lo que vulnera el derecho fundamental al debido proceso del señor Herrera Grajales. 

6.12. El artículo 29 de la Carta Política dispone que el debido proceso debe observarse en toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, es decir que obliga no solamente a los jueces sino también a los organismos y dependencias de la administración pública. En relación a esta garantía, la Corte Constitucional señaló que el  debido proceso administrativo consiste en que los actos y actuaciones de las autoridades administrativas deben ajustarse no sólo al ordenamiento jurídico legal sino a los preceptos constitucionales y en la Sentencia T-1021 de 2002 se refirió a este tema, así:

“Se pretende garantizar el correcto ejercicio de la administración pública a través de la expedición de actos administrativos que no resulten arbitrarios y, por contera, contrarios a los principios del Estado de derecho. Ello en virtud de que “toda autoridad tiene sus competencias definidas dentro del ordenamiento jurídico y debe ejercer sus funciones con sujeción al principio de legalidad, a fin de que los derechos e intereses de los administrados cuenten con la garantía de defensa necesaria ante eventuales actuaciones abusivas, realizadas por fuera de los mandatos constitucionales, legales o reglamentarios vigentes”
.

De la aplicación del principio del debido proceso se desprende que los administrados tienen derecho a conocer las actuaciones de la administración, a pedir y a controvertir las pruebas, a ejercer con plenitud su derecho de defensa, a impugnar los actos administrativos y en fin a gozar de todas las garantías establecidas en su beneficio.

Sobre el debido proceso administrativo la Corte se ha manifestado en reiteradas oportunidades
 y ha precisado que su cobertura se extiende a todo el ejercicio que debe desarrollar la administración pública en la realización de sus objetivos y fines estatales, lo que implica que cobija todas las manifestaciones en cuanto a la formación y ejecución de los actos, a las peticiones que presenten los particulares y a los procesos que adelante la administración con el fin de garantizar la defensa de los ciudadanos.

El debido proceso comprende un conjunto de principios, tales como el de legalidad, el del juez natural, el de favorabilidad en materia penal, el de presunción de inocencia y el derecho de defensa, los cuales constituyen verdaderos derechos fundamentales
.

El derecho de defensa en materia administrativa se traduce en la facultad que tiene el administrado para conocer la actuación o proceso administrativo que se le adelante e impugnar o contradecir las pruebas y las providencias que le sean adversas a sus intereses. La administración debe garantizar al ciudadano interesado tal derecho y cualquier actuación que desconozca dicha garantía es contraria a la Constitución.”
En efecto, si el administrado no está de acuerdo con una decisión de la administración que le afecte sus intereses tiene derecho a ejercer los recursos correspondientes con el fin de obtener que se revoque o modifique”.

6.14.  Así las cosas, la Sala advierte que no son de recibo los argumentos de la UGPP expuestos en la impugnación, máxime que del análisis  completo al expediente y de lo cual la A quo no hizo referencia alguna, se pudo establecer igualmente, que la entidad accionada incurrió en una vía de hecho, como más adelante se analizará, al no haber notificado en debida forma el Auto No. ADC-2017-01087 del 15 de noviembre de 2017 por medio del cual inadmitió el recurso de reconsideración interpuesto contra la LIQUIDACIÓN OFICIAL No. RDO-2017-02841 del 16 de agosto de 2017 con fundamento en que el actor no lo presentó personalmente, en el que además la UGPP dispuso lo siguiente (Fls. 52-54):
“ARTÍCULO SEGUNDO: NOTIFICAR PERSONALMENTE la presente actuación al señor LUIS CARLOS HERRERA GRAJALES, identificado con la cédula de ciudadanía No.9.991.054, para lo cual se enviará citación a la Calle 18B No.30-08 San Luis Gonzaga de la ciudad de Pereira, Risaralda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 565 y 726 del Estatuto Tributario o por edicto, si pasados (10) días el interesado no se presentare a notificar personalmente. (Negrilla original)
ARTÍCULO TERCERO: Contra este el presente acto administrativo procede el recurso de reposición, el cual deberá interponerse dentro de los DIEZ  (10) días siguientes a su notificación, mediante escrito dirigido a la Dirección de Parafiscales de esta Unidad Administrativa Especial, que deberá ser radicado en el Centro de Atención al Ciudadano, ubicado en la Calle 19 No.68ª-18 de la ciudad de Bogotá D.C., cuyo horario de atención al público es de lunes a viernes de 7:00 a.m. a 4:00 p.m.” 

6.15. Si bien en cierto el accionante no recurrió lo resuelto por la UGPP en el Auto No. ADC-2017-01087 del 15 de noviembre de 2017, tal como fue advertido en dicho acto administrativo, también lo es que la UGPP en la respuesta a la demanda de tutela puso en conocimiento de la jueza de primer grado que “pese a que el actor en el escrito de reconsideración pone una dirección debajo de su firma, debemos aclarar que no manifestó expresamente que se le notificara a esa dirección ni física ni de correo electrónico, por lo que la citación de notificación personal de ese acto administrativo fue enviado a la dirección del RUT del aportante, esto es, CL 18 B-30-08 SAN LUIS GONZAGA en la ciudad de PEREIRA, RISARALDA, Como consta en la guía de correo No.861875804CO emitida por Servicios Postales Nacionales S.A.4-72”, para lo cual aporta copia de esa guía con fecha de recibido el 24 de noviembre de 2017.  En tal sentido, la UGPP indicó que como la parte actora no se presentó a notificarse personalmente  del auto inadmisorio, se procedió a la notificación por EDICTO el cual fue fijado desde el 12/12/2017 hasta el 26/12/2017 “entendiéndose notificado el 27 de diciembre de 2017”; por tal razón, el acto administrativo de Liquidación Oficial se encuentra en firme  (folios 84 vuelto y 85 frente).  

6.16.  Frente a lo anteriormente afirmado por la UGPP y de conformidad con los documentos que adjuntó con la respuesta a la acción de tutela, se observa en primer lugar, que la dirección que el señor Herrera Grajales aportó en su escrito de sustentación del recurso de reconsideración es la “Calle 18B No.30-08 Barrio San Luis” de Pereira, Risaralda; es decir, la misma que le aparece en el RUT y a la cual se le habían notificado los demás actos de la Administración, de tal manera, que no era necesaria la manifestación del accionante que se le notificara a esa dirección y el hecho de haber anotado debajo de su firma el correo electrónico luiscarlos.hg@hotmail.com, se entiende que  era para que la UGPP lo citara por ese medio (folio 108).  En segundo término, se observa que en la comunicación del 16 de noviembre de 2017 con radicado No.2017150003341341, la UGPP señala “CITACIÓN DE NOTIFICACIÓN PERSONAL –DIRECCIÓN DE PARAFISCALES”, la entidad le solicitó al señor Herrera Grajales que se presentara a cualquiera de las  oficinas de la UGPP en el horario de atención al público y los días hábiles de lunes a viernes para lo cual relacionó las direcciones ubicadas en Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla (Fl.114).

6.17.  Ahora bien, el artículo 726 del Estatuto Tributario señaló que “Dentro del mes siguiente a la interposición del recurso, se dictará auto admisorio en caso de cumplirse los requisitos previstos en el Artículo 722; de no cumplirse tales requisitos, el auto no admitirá el recurso” y el artículo 727 que señalaba que “El auto previsto en el Artículo anterior, se notificará personalmente, o por edicto si pasados diez (10) días, a partir de la fecha de la citación, el interesado no se presentare a notificarse personalmente” fue derogado por el artículo 140 de la Ley 6 de 1992.  Por lo tanto, el trámite al que la UGPP debió ceñirse para la notificación del auto que inadmitió el recurso de reconsideración  del accionante, es el dispuesto en el capítulo V de la Ley 1437 de 2011 que establece la forma como se deberán realizar las notificaciones a las partes dentro de los procesos administrativos distinguiendo entre las que se realizan para los actos administrativos de carácter general y los de carácter particular.  Así las cosas, el artículo 67 de la norma en cita dispone: 

“Artículo  67. Notificación personal. Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse.

En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación.

La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las siguientes modalidades:

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera.

La administración podrá establecer este tipo de notificación para determinados actos administrativos de carácter masivo que tengan origen en convocatorias públicas. En la reglamentación de la convocatoria impartirá a los interesados las instrucciones pertinentes, y establecerá modalidades alternativas de notificación personal para quienes no cuenten con acceso al medio electrónico.

2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron notificadas. A partir del día siguiente a la notificación se contarán los términos para la interposición de recursos.”

No obstante, el artículo 68 Ibídem también previó la posibilidad de publicar en la página electrónica de la entidad o en un lugar de acceso al público de la misma, una citación para que el directamente interesado comparezca a notificarse personalmente de la decisión: 

“Artículo 68. Citaciones para notificación personal. Si no hay otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una citación a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o puedan obtenerse del registro mercantil, para que comparezca a la diligencia de notificación personal. El envío de la citación se hará dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto, y de dicha diligencia se dejará constancia en el expediente.

Cuando se desconozca la información sobre el destinatario señalada en el inciso anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días.”

Cuando no fuere posible realizar la notificación de forma personal, transcurridos 5 días desde la citación, la misma podrá ser realizada por aviso, que igualmente, en aquellos casos en que no se conocen los datos de notificación del solicitante deberá ser publicada por medio electrónico en la página web de la entidad, o en un lugar de vista pública de la entidad:    

“Artículo 69. Notificación por aviso. Si no pudiere hacerse la notificación personal al cabo de los cinco (5) días del envío de la citación, esta se hará por medio de aviso que se remitirá a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o puedan obtenerse del registro mercantil, acompañado de copia íntegra del acto administrativo. El aviso deberá indicar la fecha y la del acto que se notifica, la autoridad que lo expidió, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse, los plazos respectivos y la advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar de destino.

Cuando se desconozca la información sobre el destinatario, el aviso, con copia íntegra del acto administrativo, se publicará en la página electrónica y en todo caso en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días, con la advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al retiro del aviso.

En el expediente se dejará constancia de la remisión o publicación del aviso y de la fecha en que por este medio quedará surtida la notificación personal.”
6.18.   De conformidad con las normas transcritas, esta Sala considera que la UGPP no  notificó al accionante en debida forma  la  determinación de inadmisión del recurso de reconsideración, contenida en el Auto No.ADC-2017-01087 del 15 de noviembre de 2017, lo que vulnera sus derechos fundamentales al debido proceso y de defensa, por cuanto se trata de un acto administrativo de carácter particular y concreto, el cual ha sido definido por la Corte Constitucional como “la declaración de voluntad, de juicio, de conocimiento o de deseo realizada por la administración en ejercicio de una potestad administrativa distinta de la potestad reglamentaria”
. Así mismo,  la  jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado que para garantizar a las partes o a terceros interesados el conocimiento de lo decidido por determinada autoridad administrativa, el legislador estableció las diversas formas de notificación aplicables a cada una de las clases de acto administrativo referidas y por tanto, resaltó la importancia del trámite de notificación de los actos administrativos de carácter particular y concreto, así
:
“La notificación es el acto material de comunicación por medio del cual se ponen en conocimiento de las partes o terceros interesados los actos de particulares o las decisiones proferidas por la autoridad pública. La notificación tiene como finalidad garantizar el conocimiento de la existencia de un proceso o actuación administrativa y de su desarrollo, de manera que se garanticen los principios de publicidad, de contradicción y, en especial, de que se prevenga que alguien pueda ser condenado sin ser oído. Las notificaciones permiten que materialmente sea posible que los interesados hagan valer sus derechos, bien sea oponiéndose a los actos de la contraparte o impugnando las decisiones de la autoridad, dentro del término que la ley disponga para su ejecutoria. Sólo a partir del conocimiento por las partes o terceros de las decisiones definitivas emanadas de la autoridad, comienza a contabilizarse el término para su ejecutoria”
. (Resaltado fuera de texto).   

Es así como la notificación cumple una triple función dentro de la actuación administrativa: (i) asegura el cumplimiento del principio de publicidad de la función pública, dado que mediante ella se pone en conocimiento de los interesados el contenido de las decisiones de la Administración; (ii) garantiza el cumplimiento de las reglas del debido proceso en cuanto permite la posibilidad de ejercer los derechos de defensa y de contradicción; y (iii) la adecuada notificación hace posible la efectividad de los principios de celeridad y eficacia de la función pública al delimitar el momento en el que empiezan a correr los términos de los recursos y de las acciones procedentes
. 

Adquiere especial relevancia resaltar que, no solo debe surtirse el trámite propio de la notificación, sino también que la misma debe realizarse en debida forma y de acuerdo a las formalidades expresamente instituidas por el legislador para ello. En ese sentido, la jurisprudencia constitucional ha explicado que el debido y oportuno conocimiento de las actuaciones de la administración es un principio rector del derecho administrativo, en virtud del cual las autoridades están en la obligación de poner en conocimiento de los destinatarios los actos administrativos que profieran. 

Esta actividad no puede ser desarrollada de manera discrecional, sino que se trata de un acto reglado en su totalidad
. Es así, como cualquier mecanismo procesal que impida ejercer el derecho de defensa, todo aquello que evite, limite o confunda a una persona para ejercer en debida forma sus derechos dentro de un trámite administrativo, atenta contra el ordenamiento superior y las garantías judiciales
.  

De igual forma, poner en conocimiento los actos administrativos a través de actuaciones como la notificación, es una manifestación del principio de publicidad, el cual incide en la eficacia de las decisiones administrativas al definir la oponibilidad para los interesados y el momento desde el cual es posible controvertirlas
.   (…)
4.3. En suma, el derecho al debido proceso administrativo ha sido consagrado como la garantía constitucional que tiene toda persona a un proceso justo que se desarrolle con observancia de los requisitos impuestos por el legislador, de tal forma que se garantice la validez de las actuaciones de la administración, la seguridad jurídica y el derecho de defensa de los administrados. Una de las maneras de cumplir con ello, es a través de las notificaciones de los actos administrativos, que pretende poner en conocimiento de las partes o terceros interesados lo decidido por la autoridad, permitiéndole así conocer el preciso momento en que la decisión le es oponible y a partir del cual puede ejercer el derecho de defensa y contradicción.   (Subrayas fuera del texto original)
6.19. De los hechos expuestos y de las pruebas aportadas por las partes, esta Sala concluye que en este caso es necesaria la intervención del juez constitucional, con el fin de evitar un perjuicio irremediable al accionante que se derive de los efectos del acto administrativo (No.ADC-2017-01087 del 15/11/2017) por indebida notificación del mismo, por cuanto lo que se alega tiene que ver con la vulneración del derecho de defensa y contradicción del accionante dentro de un procedimiento administrativo por la inobservancia de los requisitos establecidos por el legislador para garantizar la validez de las actuaciones de las autoridades administrativas.

6.20.  Esta Sala debe explicar que en el caso específico de la acción de tutela contra actos administrativos de carácter particular y concreto, en  principio, es improcedente, por cuanto el actor cuenta con otro medio de defensa judicial, como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, además porque el  Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo prevé la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto administrativo para evitar la vulneración de los derechos fundamentales; no obstante, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sostenido las acciones contenciosas contempladas en la ley son un medio de control jurisdiccional de la actividad administrativa y están previstas para juzgar, previa solicitud del interesado, las distintas controversias que emanen del ejercicio de esa actividad y efectuar la revisión de legalidad de los actos administrativos que se profieran, e indicó que:  “la realidad formal de tales medios de defensa, no implica por sí mismo que la tutela deba ser declarada improcedente
. Con ello no se busca que el juez de tutela asuma la competencia del ordinario o lo sustituya, entrando a resolver de fondo el asunto litigioso planteado, sino de ofrecer al titular del derecho un medio expedito y eficaz para evitar un daño respecto del cual la decisión judicial definitiva llegaría demasiado tarde y apenas haría posible un resarcimiento “a posteriori”, es decir, sobre la base de un hecho cumplido
.”  
6.21. Así mismo, la Corte Constitucional en la Sentencia T-404 de 2014 señaló que el debe el juez de tutela, fundado en la prevalencia del derecho sustancial, verificar en cada caso si el otro mecanismo de defensa resulta idóneo y eficaz para la protección del derecho del que se trata, pues en caso de que ese medio careciere de dichas características, deberá conceder el amparo.  Por lo tanto,  este Tribunal concluye como lo hizo la A quo, que el señor Herrera Grajales pese a contar con otro medio judicial de defensa ante la jurisdicción contencioso administrativa, esa vía puede tardar un tiempo considerable lo que puede en sus garantías constitucionales y en tal razón, la acción de tutela procede para evitar un perjuicio irremediable derivada de  la sanción que la UGPP le impuso al accionante. Por lo tanto, se confirmará el fallo estudiado.
DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 15 de marzo de 2018, proferida por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Luis Carlos Herrera Grajales en contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia T-1341 del 11 de diciembre de 2001 (M.P. Alvaro Tafur Galvis).


� Ver las sentencias T-442 del 3 de julio de 1992 (M.P. Simón Rodríguez Rodríguez), T-020 del 10 de febrero de 1998 (M.P. Jorge Arango Mejía), T-386 del 30 de julio de 1998 (M.P. Carlos Gaviria Díaz), T-009 del 18 de enero de 2000 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) y T-1013 del 10 de diciembre de 1999 (M.P. Alfredo Beltrán Sierra).


� Ver al respecto la Sentencia T-572 del 26 de octubre de 1992 (M.P. Jaime Sanín Greiffenstein).


� García de Enterría, Eduardo. Curso de Derecho Administrativo I. Civitas Ediciones. Madrid. España 2001. pag. 540. Cfr. Sentencia C-620 de 2004.  


� Sentencia T-404 de 2014


� T-419 de 1994. Cfr. Sentencias T-1263 de 2011 y T581 de 2004.  


� Sentencia T-210 de 2010. 


� Sentencia T-1263 de 2001.


� Ibídem. 


� Sentencia C-035 de 2014. 


� Ver Sentencia T-033 de 2002, ya citada.


� Ver Sentencia T-203 de 1993, ya citada.
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